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Extracto

En el presente artículo vamos a analizar las novedades introducidas por tres leyes recientemente 
publicadas. Para ello dividiremos el artículo en tres partes. En una primera parte analizamos las 
novedades introducidas por la Ley 41/2015 sobre todo en materia de actos de comunicación telemá-
ticos y la nueva regulación del juicio verbal. En una segunda parte las novedades introducidas por la 
Ley 42/2015 especialmente en materia de actos de comunicación telemáticos, remisión de atestados, 
plazos máximos de instrucción y segunda instancia penal. Y en una tercera parte las novedades de 
la Ley Orgánica 13/2015 en materia de reforma de los derechos del detenido y nueva regulación de 
los actos limitadores de los derechos fundamentales del artículo 18 de la Constitución.
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I.  �LEY 42/2015, DE 5 DE OCTUBRE, DE REFORMA DE LA LEY 1/2000, DE 7 DE 
ENERO, DE ENJUICIAMIENTO CIVIL

Entre los objetivos de la Ley 42/2015 está el conseguir progresivamente la digitalización de 
los expedientes judiciales y la regulación pormenorizada de los actos de comunicación por medios 
telemáticos tanto en el procedo civil como en el proceso penal. La Ley 42/2015 es de fecha 5 de 
octubre de 2015, se publicó en el Boletín Oficial del Estado el día 6 de octubre de 2015 y entró en 
vigor el día siguiente a su publicación, es decir, el 7 de octubre de 2015. No obstante, las previsio-
nes relativas a la obligatoriedad de los profesionales que se relacionen con la Administración de 
justicia de emplear medios telemáticos entrarán en vigor el 1 de enero de 2016 para los procedi-
mientos que se inicien en esa fecha y las disposiciones relativas a los archivos electrónicos de apo-
deramientos apud-acta y al uso por los interesados particulares de medios telemáticos entrarán en 
vigor el 1 de enero de 2017.

Analizaremos a continuación las principales novedades de esta ley; así, en materia de defensa 
y postulación no es necesaria la asistencia de abogado y procurador en los juicios verbales deter-
minados por la cuantía que no exceda de dos mil euros. Al mismo tiempo se atribuye a los procu-
radores capacidad de certificación sin intervención adicional de testigos, para ello contarán con las 
credenciales necesarias y su actuación en materia de actos de comunicación y auxilio y cooperación 
judicial será impugnable ante el letrado de la Administración de justicia, además no tendrán ya obli-
gación de abonar las tasas judiciales ni los depósitos para recurrir salvo que su poderdante le provea 
de fondos necesarios para su abono.

Respecto a la Jura de cuentas la novedad es la no necesidad de abogado y procurador para su 
presentación, el traslado previo de la hipotética oposición al abogado o procurador reclamante y la 
legitimación que se otorga a los herederos de los abogados para poder reclamar sus minutas.

En materia de fueros de competencia territorial se establece la especialidad de que en los su-
puestos de seguros, ventas o prestación de servicios precedidos de oferta pública será competente el 
tribunal del domicilio del comprador o asegurado, el del lugar de la oferta o el determinado por los 
artículos 50 y 51 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es decir, se establece un fuero electivo para el 
demandante y en materia de consumidores se establece un fuero electivo a favor del consumidor que 
podrá elegir como competente el tribunal de su domicilio o el que establecen los artículos 50 y 51 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En cuanto a la presentación de escritos, iniciadores o no, tanto por los profesionales obligados 
como por los particulares que opten a ello a partir de 2017, la ley establece que se podrán presentar 
todos los días del año a cualquier hora, no obstante si la presentación se realiza en día u hora inhábil 
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a efectos procesales se entenderá efectuada el primer día u hora hábil siguiente. También se estable-
ce la posibilidad de presentar los documentos en soporte papel cuando los documentos no sean sus-
ceptibles de conversión en formato electrónico.

En materia de actuaciones en vistas, audiencias y comparecencias ante el juez o magistrado o 
letrados de la Administración de justicia estas se registrarán en soporte apto para la grabación y re-
producción del sonido y la imagen y no podrán transcribirse. Si la parte aporta como medio de prue-
ba la reproducción ante el tribunal de palabras, imágenes y sonidos captados mediante instrumentos 
de filmación o grabación deberá acompañar la transcripción escrita de las palabras contenidas en el 
soporte que sean relevantes para el caso.

En materia de actos de comunicación telemáticos se establece la posibilidad de remitir un acto 
de comunicación con posterioridad a las 15 horas y se tendrá por recibido al día siguiente hábil y ade-
más se establece que no se practicarán actos de comunicación a los profesionales por vía electróni-
ca durante los días del mes de agosto salvo los días habilitados para actuaciones urgentes. Los actos 
de comunicación los puede realizar el procurador de la parte pero ya no a su costa y se deberá optar 
por este sistema al inicio del procedimiento, si en este momento no se manifiesta nada al respecto 
los actos de comunicación los realizará la oficina judicial. Esta opción, no obstante, podrá modifi-
carse de forma motivada y concurriendo justa causa. Además, conforme a la disposición transitoria 
tercera de la ley, esta opción se puede realizar ya en procedimientos en trámite a la fecha de su en-
trada en vigor. Como novedad establece la ley la posibilidad que tiene el destinatario de un acto de 
comunicación de identificar un dispositivo electrónico, servicio de mensajería o correo electrónico 
para informarle de la puesta a su disposición de un acto de comunicación, no obstante esta comuni-
cación no puede servir nunca como medio de notificación. Asimismo el demandante puede indicar 
en su demanda una dirección de correo electrónico para identificar al demandado todo ello de con-
formidad con las previsiones de la Ley 18/2011.

Correlativamente al otorgamiento al procurador de capacidad de practicar actos de comuni-
cación y de certificación sin intervención adicional de testigos se establece la posibilidad de que el 
procurador pueda realizar diligencias negativas de notificación y realizar el acto de comunicación 
en el domicilio facilitado.

En relación a los exhortos como actos de comunicación entre tribunales estos se remitirán por 
el sistema informático judicial u otro medio telemático o electrónico salvo los supuestos de utiliza-
ción de soporte papel. La devolución del exhorto se realizará telemáticamente o, si no es posible, por 
correo certificado o por el procurador encargado de su tramitación.

En cuanto a las costas la novedad es que en las tasaciones de costas se incluirá el IVA que no 
se computará a los efectos del límite del tercio de la cuantía que establece el artículo 394 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil para los procesos declarativos.

En cuanto a los profesionales que, a partir del 1 de enero de 2016 están obligados a presen-
tar sus escritos y documentos en forma telemática, se encuentran las personas jurídicas, las en-
tidades sin personalidad jurídica, los profesionales colegiados, los notarios y registradores y los 
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funcionarios en el desempeño de su cargo. Los particulares, a partir de 2017, pueden optar (nunca 
ser obligados por razones obvias) a la utilización de medios telemáticos y modificar en cualquier 
momento la opción escogida.

Los escritos y documentos telemáticos deben ir foliados, acompañados de un índice electróni-
co y firmados con firma electrónica, solo cuando den lugar al primer emplazamiento, citación o re-
querimiento se debe aportar en soporte papel copias para las demás partes en los tres días siguientes 
a su presentación, si no se presentaren las copias se les dará cinco días de subsanación y la falta de 
subsanación conlleva no tener por presentados los escritos y documentos. 

En cuanto al traslado de escritos y documentos, el traslado de los documentos presentados por 
las particulares sin procurador, cualquiera que sea su forma de presentación, se hará por la oficina 
judicial, cuando haya procurador el traslado se realiza simultáneamente y en forma telemática y en 
los presentados en soporte papel por procurador el traslado es previo y en forma telemática. Como 
novedad en los casos de falta de traslado previo ya no interviene el tribunal pero de ello dependerá 
el cómputo de los plazos. En materia de dictámenes periciales, como novedad, el perito judicial hará 
llegar su dictamen por medios electrónicos.

La única novedad que se establece en el juicio ordinario es la obligación de presentar minuta 
escrita en el acto de la audiencia previa o en los dos días siguientes condicionando esta presentación 
la admisión de la prueba, por otro lado señalar que en el juicio verbal no es obligatoria la minuta es-
crita, en este caso es facultativa.

Las novedades en el juicio verbal son más intensas, en primer lugar, la contestación pasa a ser 
por escrito en el plazo de diez días y por impreso normalizado cuando no sea obligatorio compare-
cer con abogado y procurador (se mantiene la obligación de contestar por escrito en veinte días en 
los verbales de familia al no haber sido modificados). También la posibilidad de proponer declina-
toria en el plazo de diez días que hay para contestar y de impugnar la cuantía y la clase de juicio en 
la contestación. El juicio verbal ahora comienza por demanda ordinaria y cuando no sea preceptiva 
la intervención de abogado y procurador por demanda sucinta o por demanda en impreso normali-
zado. En caso de reconvención se da traslado por diez días al demandante para contestarla. Además, 
solo hay vista si lo piden las partes (el demandado en la contestación y el demandante en los tres 
días siguientes del traslado que se le da de la contestación) o el tribunal lo estime conveniente aun-
que no lo hayan solicitado las partes, pero basta con que una parte pida la vista para que se celebre. 
No obstante lo dicho, la parte que ha pedido vista puede renunciar a la misma antes de celebrarse en 
cuyo caso se le da traslado a la otra parte por tres días y si no contesta la celebración de la vista ya 
depende de que el tribunal quiera celebrarla. Se amplía el plazo de proponer citaciones de testigos y 
peritos de tres a cinco días. Una vez contestada la demanda, la reconvención o dado traslado al de-
mandante de la contestación el letrado de la Administración de justicia señalará vista, cuando proce-
da, en un plazo de cinco días y la vista se celebrará en un plazo máximo de un mes. En el acto de la 
vista cabe la posibilidad de llegar a acuerdos y pedir su homologación, de pedir una suspensión para 
someterse a mediación, en la vista se resuelven previamente cuestiones procesales, se fija el objeto 
litigioso y se propone prueba. Contra la denegación de prueba cabe reposición oral y protesta y por 
último cabe la posibilidad (no es obligatorio) que el tribunal conceda a las partes conclusiones orales.

"Todos los derechos reservados. Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización del Centro de Estudios 
Financieros, CEF, salvo excepción prevista por la ley.  Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos,  www.cedro.org)  si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra 
(www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47)".

http://www.civil-mercantil.com
http://www.cef.es


www.civil-mercantil.com	 Másteres Cursos Oposiciones Editorial	 Barcelona Madrid Valencia

5 	 Civil Mercantil
Sumario │

En el procedimiento monitorio la novedad es que cuando exista un contrato entre empresario 
y consumidor el letrado de la Administración de justicia, antes del requerimiento de pago en veinte 
días, dará cuenta al juez si aprecia alguna cláusula abusiva y el juez examinará de oficio dicha cláu-
sula. Después se oye a las partes por cinco días y para este trámite no es preceptiva la intervención de 
abogado ni procurador y el juez resuelve por auto directamente apelable. Además en el monitorio no 
es necesario esperar el plazo legal de veinte días para solicitar el despacho de ejecución. En el caso 
de monitorios en trámite a la fecha de entrada en vigor de esta ley su disposición transitoria segunda 
establece que serán suspendidos por el letrado de la Administración de justicia cuando aprecie algu-
na cláusula abusiva en contrato con consumidor y dará inmediata cuenta al juez.

Por último, la ley modifica el artículo 1.964 del Código Civil y fija un plazo general de pres-
cripción de cinco años para las acciones personales que no tengan un plazo especial y según su dis-
posición transitoria quinta para las acciones ya nacidas antes de la entrada en vigor de la ley el plazo 
será el que reste y en todo caso cinco años desde la entrada en vigor de la nueva ley.

II.  �LEY 41/2015, DE 5 DE OCTUBRE, DE MODIFICACIÓN DE LA LEY DE 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL PARA LA AGILIZACIÓN DE LA JUSTICIA 
PENAL Y EL FORTALECIMIENTO DE LAS GARANTÍAS PROCESALES

En materia penal la Ley 41/2015, de 5 de octubre, modifica la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
que tiene como objetivo agilizar la justicia penal. Esta ley se publicó en el Boletín Oficial del Estado 
en fecha 6 de octubre de 2015 y entrará en vigor a los dos meses de su publicación, es decir, el 6 de 
diciembre de 2015. A la jurisdicción penal le es aplicable toda la regulación de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil como supletoria y por lo tanto también en materia de actos de comunicación telemáticos y se 
mantiene la especialidad ya prevista en la ley procesal civil de que los actos de comunicación al Mi-
nisterio Fiscal se entenderán practicados, hasta el día 1 de enero de 2018, a los diez días naturales, en 
vez del día hábil siguiente al que conste en el resguardo acreditativo de la recepción y como excepción 
al régimen general del artículo 151.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. No obstante esta excepción 
al régimen general de comunicación por medios telemáticos lo que sí es cierto es que a partir del 1 de 
enero de 2016 el Ministerio Fiscal está obligado a presentar sus escritos y documentos en forma tele-
mática al igual que todos los demás profesionales que se relacionen con la Administración de justicia.

Entre las novedades de la modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y con el objetivo 
de agilizar la justicia penal y evitar el envío de papel a los órganos judiciales permite la Policía con-
servar el atestado y no enviarlo a la oficina judicial cuando el delito no tenga autor conocido salvo en 
tres supuestos: a) cuando el Ministerio Fiscal y la autoridad judicial soliciten su remisión b) cuando 
se practique diligencias con resultado positivo después de transcurridas 72 horas desde la apertura 
del atestado y c) cuando se trate de delitos contra la vida, integridad física, libertad e indemnidad se-
xual y corrupción. En todo caso aunque no se remita el atestado y para cumplir con las previsiones 
contenidas en el nuevo Estatuto de la Victima aprobado por Ley 4/2015 de 27 de abril, debe comu-
nicarse al denunciante su derecho a reiterar la denuncia ante la fiscalía o ante el juzgado aun cuando 
no se haya remitido el atestado.
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Otra de las novedades fundamentales de la ley es la de establecer un plazo máximo de seis 
meses para la instrucción de los delitos si la causa es simple o de dieciocho meses si la causa es 
compleja. Estos plazos se cuentan desde la fecha del auto de incoación del sumario o de las diligen-
cias previas. Corresponde al Ministerio Fiscal declarar la instrucción compleja y solicitar la prórro-
ga hasta dieciocho meses más (siempre oyendo a las partes) e incluso excepcionalmente el fiscal o 
las partes personadas pueden solicitar una prórroga extraordinaria hasta otro plazo máximo más, es 
decir, hasta cuatro años y medio (54 meses). Contra el auto que desestime la prorroga no cabe recur-
so. Además, la ley fija una serie de criterios para considerar una causa como compleja entre ellos en 
casos de grupos u organizaciones criminales, numerosos hechos punibles, numerosos investigados o 
víctimas, periciales complicadas, actuaciones en el extranjero y delitos de terrorismo. Estos plazos 
máximos solo se interrumpirán en dos supuestos: a) cuando se acuerde el secreto de las actuacio-
nes y mientras dure este secreto y b) cuando se acuerde el sobreseimiento provisional de la causa y 
mientras dure esta suspensión.

Es importante señalar que si transcurrido el plazo máximo el juez no hubiera dictado auto de 
conclusión de sumario o de procedimiento abreviado el Ministerio Fiscal instará al juez que acuer-
de la decisión que fuera oportuna y el juez deberá resolver en 15 días. No obstante, también señala 
la ley que el mero transcurso de estos plazos máximos en ningún caso dará lugar al archivo de las 
actuaciones si no concurren los presupuestos de los artículos 637 o 641 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal para acordar el sobreseimiento.

La disposición transitoria única de la ley establece que el artículo 324, que regula estos plazos 
máximos de instrucción, se aplicará a los procedimientos que se hallen en tramitación a la entrada 
en vigor de esta ley, este día se considerará como día inicial para el cómputo de los plazos máximos 
de instrucción.

Otra de las novedades de la ley es la establecer una segunda instancia penal contra los autos de 
falta de jurisdicción, autos de sobreseimiento libre y sentencias de las Audiencias Provinciales a cono-
cer por los Tribunales Superiores de Justicia y en el ámbito de las sentencias dictadas por la Audiencia 
Nacional a conocer por la Sala de Apelación de la Audiencia Nacional, estas Salas de los Tribunales 
Superiores de Justicia y de Apelación de la Audiencia Nacional se constituirán con tres magistrados. 

La ley introduce un nuevo procedimiento penal que se denomina proceso de aceptación por 
decreto que se aplica en los casos de delitos castigados con pena de multa o trabajos en beneficio de 
la comunidad o con pena de prisión que no exceda de un año y que pueda ser suspendida, con o sin 
privación del permiso de conducción de vehículos de motor y siempre que no está personada en la 
causa acusación particular o popular. En estos casos de delitos menos graves o delitos leves el Mi-
nisterio Fiscal por decreto ejercita la acción penal, este decreto se remitirá al juzgado para su autori-
zación y notificación al investigado, si el Juzgado de Instrucción no autoriza el decreto este quedará 
sin efecto. Dictado el auto de autorización del decreto se citará al encausado para la comparecencia 
donde es obligatoria la asistencia del abogado de confianza o de oficio (cinco días hábiles antes de la 
misma) pues en caso contrario la comparecencia se suspenderá, esta comparecencia será registrada 
íntegramente por medios audiovisuales.
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Si el encausado acepta la pena el juzgado le atribuirá el carácter de resolución judicial firme 
que en el plazo de tres días se documentará con efectos y forma de sentencia condenatoria la cual 
no es susceptible de recurso.

Por último como novedad, ya introducida por Ley Orgánica 7/2015 que reforma la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial en su artículo 5 bis, la posibilidad de revisar una sentencia penal firme cuando el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos haya declarado que dicha resolución fue dictada con viola-
ción de alguno de los derechos reconocidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Dere-
chos Humanos y Libertades Fundamentales y sus protocolos. La legitimación está restringida al que 
hubiera sido demandante ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la solicitud debe formular-
se en el plazo de un año desde la firmeza de la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

III.  �LEY ORGÁNICA 13/2015, DE 5 DE OCTUBRE, DE MODIFICACIÓN DE LA 
LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL PARA EL FORTALECIMIENTO DE 
LAS GARANTÍAS PROCESALES Y LA REGULACIÓN DE LAS MEDIDAS 
DE INVESTIGACIÓN TECNOLÓGICA

En cuanto a la Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre, publicada en el Boletín Oficial del Es-
tado el 6 de octubre de 2015 y que entrará en vigor a los dos meses desde su publicación vamos a 
analizar sus principales novedades.

En primer lugar, se regula de forma más minuciosa la información de los derechos de los que se 
debe informar a toda persona investigada (ya no se utiliza el término imputado y una vez realizada la 
imputación formal contra una persona se utiliza el término encausado). Dicha información se facili-
tará en un lenguaje comprensible y adaptado a la edad del destinatario, a su grado de madurez, a su 
discapacidad si la tiene y adaptado a sus circunstancias personales. Además, todas las comunicaciones 
entre el investigado o encausado y su abogado tienen carácter confidencial y si llegan a grabarse el 
juez ordenará su eliminación salvo cuando se constaten indicios objetivos de participación del abo-
gado en el hecho delictivo. Se regula también la posibilidad excepcional y por resolución motivada 
de acordar la detención o prisión incomunicada cuando exista peligro para la vida e integridad física 
de una persona o para evitar comprometer de modo grave el proceso penal. Esta medida no puede 
extenderse más allá de cinco días salvo en los supuestos de delitos terroristas o delincuencia organi-
zada (aquí cabe prorroga por otro plazo no superior a cinco días). Esta detención incomunicada no 
es aplicable a los menores de 16 años y establece la ley que los reconocimientos médicos al deteni-
do incomunicado se realizarán con una frecuencia de al menos dos reconocimientos cada 24 horas 
según criterio de los facultativos. En todo caso, la detención o prisión provisional debe practicarse 
de forma que menos perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio y se res-
petarán los derechos fundamentales al honor, intimidad e imagen. En el atestado debe reflejarse el 
lugar y hora de la detención y de la puesta en libertad o la disposición judicial. Además, el investi-
gado podrá comunicarse y entrevistarse con su abogado incluso antes de que se le tome declaración 
por la Policía, el Ministerio Fiscal o la autoridad judicial. En caso de lejanía geográfica se facilitará 
al detenido comunicación telefónica o por videoconferencia con su abogado salvo que dicha comu-
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nicación sea imposible. El abogado designado acudirá al centro de detención con la máxima premu-
ra y siempre dentro del plazo máximo de tres horas desde que reciba el encargo, si no comparece el 
Colegio de Abogados designará otro abogado para que comparezca en el mismo plazo. Además, si el 
detenido se opusiera a la recogida de las muestras mediante frotis bucal el juez de instrucción a ins-
tancia de la Policía o del Ministerio Fiscal podrá imponer la ejecución forzosa de tal diligencia me-
diante el recurso a medidas coactivas mínimas, indispensables, proporcionadas y respetuosas con su 
dignidad. Regula además la ley la figura del agente encubierto informático, el cual, con autorización 
judicial, puede intercambiar y enviar archivos ilícitos y obtener imágenes y grabar conversaciones.

En esta ley, después de un largo tiempo en que solo se seguían en la materia criterios jurispru-
denciales, se establecen unos principios rectores para todas las medidas que impliquen una limitación 
de los derechos reconocidos en el artículo 18 de la Constitución Española, por lo tanto la autorización 
judicial para adoptar estas medidas limitadoras debe regirse por los principios de especialidad, idonei-
dad, excepcionalidad, necesidad y proporcionalidad. El principio de especialidad implica que la medi-
da limitadora esté relacionada con la investigación de un delito concreto y no se utilice para prevenir o 
descubrir delitos o despejar sospechas sin base objetiva. Los principios de excepcionalidad y necesidad 
implican solo autorizar las medidas limitadoras cuando no existan otras medidas menos gravosas para 
los derechos fundamentales del investigado o encausado e igualmente útiles para esclarecer el delito y 
también implican recurrir a la medida limitadora cuando la investigación del delito se vea gravemente 
dificultada sin el recurso a la medida. El principio de proporcionalidad implica que en la autorización 
judicial se tenga en cuenta que el sacrificio de los derechos e intereses afectados no sea superior al 
beneficio que de su adopción resulte para el interés público y de terceros. En todo caso la medida se 
adoptará o denegará por auto motivado, oído el Ministerio Fiscal y en un plazo máximo de 24 horas 
y además establece la ley que la solicitud y las actuaciones posteriores relativas a la medida solicita-
da se sustancian en pieza separada y secreta y sin necesidad de que se acuerde el secreto de la causa.

Teniendo en cuentas estos principios rectores se puede acordar judicialmente por resolución 
motivada la detención y apertura de correspondencia escrita o telegráfica incluso faxes, buro-faxes 
y giros postales en tres clases de delitos: a) delitos dolosos con pena como máximo de tres años de 
prisión, b) delitos cometidos por grupo u organización criminal y c) delitos de terrorismo. En estos 
mismos delitos cabe la observación de las comunicaciones postales y telegráficas del investigado por 
resolución motivada por un plazo de tres meses prorrogable por iguales o inferiores periodos hasta 
un máximo de dieciocho meses. En caso de urgencia puede adoptar la medida el Ministro del Inte-
rior o en su defecto el Secretario de Estado de Seguridad comunicándolo en un plazo máximo de 24 
horas al juez competente y este de forma motivada en 72 horas evocará o confirmará la actuación. 
Además, en caso de que se descubra casualmente otro delito a través de estas medidas limitadoras 
se requerirá nueva autorización judicial.

También cabe la interceptación de las comunicaciones telefónicas y telemáticas para los mis-
mos delitos ya reseñados anteriormente además de para los delitos cometidos por medios informá-
ticos, estas medidas en caso de urgencia las pueden adoptar el Ministro del Interior o en su defecto 
el Secretario de Estado de Seguridad con posterior control judicial en el plazo de 72 horas ya visto. 
La duración máxima de la medida será de tres meses prorrogables por periodos sucesivos de igual 
duración hasta un plazo máximo de 18 meses. En todo caso, alzado el secreto y expirada la vigen-
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cia de la medida, se entregarán a las partes copias de las grabaciones y transcripciones salvo las que 
afecten a aspectos de su vida privada.

La ley, igualmente, contempla otras medidas para la investigación de delitos, así cuando la Po-
licía tenga la dirección IP de un equipo o dispositivo pero desconozca su localización podrá pedir al 
juez que requiera a los prestadores de servicios de telecomunicaciones su deber de colaboración y 
ceda los datos, además, cuando la Policía tenga identificado el equipo podrá solicitar del juez la in-
tervención telefónica.

En relación con los delitos ya reseñados anteriormente cabe también la captación y grabación 
de comunicaciones orales del investigado en la vía pública o en su propio domicilio o lugar cerrado 
y si para ello es necesaria la entrada en un domicilio la resolución habilitante se extenderá a autori-
zar la entrada.

Se permite también en esta ley obtener y grabar con autorización judicial imágenes de la perso-
na investigada para facilitar su identificación, además, en casos de urgencia la Policía podrá colocar 
el dispositivo y el juez deberá autorizar la colocación en un plazo de 24 horas. Esta medida tiene la 
duración máxima de 3 meses prorrogables hasta 18 meses.

También precisa autorización judicial el registro en un domicilio o fuera de él de dispositivos de 
almacenamiento masivo de información, además la simple incautación no legitima el acceso a su con-
tenido, que deberá autorizarlo el juez para obtener copias y en todo caso se evitará, salvo que consti-
tuyan el objeto o instrumento del delito, la incautación de los soportes físicos que contengan los datos 
o archivos informáticos cuando cause un perjuicio a su titular o propietario y sea posible obtener una 
copia. En todo caso cabe la ampliación autorizada por el juez a otros sistemas informáticos distintos de 
los investigados y en casos de urgencia la Policía puede llevar a cabo el examen directo comunicándolo 
al juez en 24 horas para que el juez de forma motivada en 72 horas revoque o confirme la actuación.

Asimismo, señalar que la ley permite autorizar la instalación de un software que permita, de forma 
remota y telemática, el examen a distancia y sin conocimiento de su titular o usuario del contenido de 
su ordenador, dispositivo electrónico o sistema informático en casos de delitos cometidos por organi-
zaciones criminales, delitos de terrorismo, delitos contra menores o personas con capacidad modifi-
cada judicialmente, delitos contra la Constitución, traición y defensa nacional y delitos informáticos. 
La medida tendrá una duración máxima de 1 mes prorrogable por iguales periodos hasta 3 meses.

Por último, señalar que la Policía o el Ministerio Fiscal podrán requerir a cualquier persona fí-
sica o jurídica la conservación y protección de datos e informaciones concretas hasta que se obten-
ga la pertinente autorización judicial y los datos se conservarán por un periodo máximo de 90 días 
prorrogable una vez hasta 180 días.
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